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Sr. S. de Vega, Presidente 
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 26 de 
octubre de 2022, ha examinado el 
expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por Dña. yyy1 y Dña. yyy2, y a 
la vista del mismo y tal como 
corresponde a sus competencias, 
emite, por unanimidad, el siguiente 

Sr. Ramos Antón, Consejero 
Sra. Ares González, Consejera y 
ponente 
Sr. Herrera Campo, Consejero 
 
Sr. Píriz Urueña, Secretario 
 
 
  
 
 
 

DICTAMEN 499/2022 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 7 de septiembre de 2022 tuvo entrada en este Consejo 

Consultivo la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de 
responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por Dña. yyy1 y Dña. yyy2, debido a los daños y perjuicios 
derivados de la asistencia sanitaria que le fue prestada a su padre y esposo 
fallecido, D. yyy3.  

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 9 de septiembre de 

2022, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 499/2022, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, previa ampliación de este, tal como 
dispone el artículo 52 del Reglamento de Organización y Funcionamiento del 
Consejo Consultivo de Castilla y León, aprobado por Resolución de 5 de 
febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el 
Sr. Presidente del Consejo, correspondió su ponencia a la Consejera Sra. 
Ares González. 

 
Primero.- El 11 de abril de 2019 Dña. yyy1 y Dña. yyy2 presentan 

una reclamación de responsabilidad patrimonial ante la Administración 
Autonómica, debido a los daños y perjuicios sufridos por el fallecimiento de 
su padre el 11 de abril de 2018, en un suicidio con arma de fuego, que 
achacan a una negligencia médica del psiquiatra del Hospital de xxx1 y del 
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médico de familia al darle el alta, de forma prematura, unos días antes del 
fallecimiento. Reclaman una indemnización de 140.000 euros. 

 
Segundo.- El 14 de mayo de 2019 el jefe de Servicio de Psiquiatría 

del Complejo Hospitalario de xxx1 emite informe sobre la asistencia 
prestada, información que amplía en un posterior informe de 14 de 
diciembre de 2020. 

 
El 20 de mayo de 2019 la médico de familia de xxx2 comunica que no 

consta que el paciente fuera atendido nunca en ese centro de salud, al ser 
paciente de MUFACE. 

 
Tercero.- El 22 de julio de 2020 se requiere a las reclamantes 

aclaración sobre los centros en los que se prestó asistencia al fallecido y si el 
paciente fue específicamente seguido a través de medios de MUFACE; de ser 
así, se solicita que envíen la documentación clínica de que dispongan e 
informen si han presentado alguna reclamación a dicha entidad. No consta, 
sin embargo, que se haya atendido el requerimiento. 

 
Cuarto.- Obran en el expediente requerimientos y comunicaciones a 

fin de que se complete la historia clínica remitida. (En la propuesta de orden 
se indica que “respecto a los hechos imputados en el ingreso de marzo-abril 
de 2018 tampoco se ha remitido la totalidad de la historia clínica que debería 
haberse confeccionado, particularmente los evolutivos médicos”). 

 
Quinto.- El 18 de febrero de 2021 se notifica a las reclamantes la 

apertura del trámite de audiencia, en el que además se les insta a atender el 
requerimiento antes citado. Sin embargo, las interesadas no han presentado 
alegaciones ni documentación alguna. 

 
Sexto.- El 31 de agosto de 2022 se formula propuesta de orden 

desestimatoria de la reclamación. 
 
Séptimo.- El 1 de septiembre de 2022 la Asesoría Jurídica de la 

Consejería de Sanidad informa dicha propuesta favorablemente.   
 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 1.g) del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014, del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la 

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas (en adelante LPAC), con las especialidades que 
se recogen en relación con los procedimientos de responsabilidad 
patrimonial. 

 
No obstante, ha de reprocharse el excesivo tiempo transcurrido desde 

que se presentó la reclamación (11 de abril de 2019) hasta que se formula la 
propuesta de orden (31 de agosto de 2022). Esta circunstancia, además de 
un incumplimiento del plazo máximo de resolución previsto en el artículo 
91.3 de la LPAC, constituye una vulneración por parte de la Administración 
del artículo 12.b) del Estatuto de Autonomía de Castilla y León, que consagra 
el derecho de los ciudadanos a la resolución de los asuntos que les 
conciernan en un plazo razonable; e igualmente como una infracción de los 
principios y criterios que han de regir su actuación, recogidos en la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (en 
adelante, LRJSP), como los de eficacia, agilidad, eficiencia y servicio a los 
ciudadanos, entre otros. 

 
A este respecto, debe tenerse presente que los titulares de las 

unidades administrativas y el personal al servicio de las Administraciones 
Públicas que tuviesen a su cargo la resolución o el despacho de los asuntos, 
serán responsables directos de su tramitación y adoptarán las medidas 
oportunas para remover los obstáculos que impidan, dificulten o retrasen el 
ejercicio pleno de los derechos de los interesados o el respeto a sus intereses 
legítimos, disponiendo lo necesario para evitar y eliminar toda anormalidad 
en la tramitación de procedimientos; y que los términos y plazos establecidos 
en esta u otras leyes obligan a las autoridades y personal al servicio de las 
Administraciones Públicas competentes para la tramitación de los asuntos, 
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así como a los interesados en los mismos. Ello en virtud de lo dispuesto en 
los artículos 20.1 y 29 de la LPAC. 

 
3ª.- Las reclamantes están legitimadas para interponer la 

reclamación, de acuerdo con lo previsto en la LPAC.  
 
La competencia para resolver la presente reclamación corresponde al 

Consejero de Sanidad, en virtud de lo dispuesto en el artículo 82.2 de la Ley 
3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad 
de Castilla y León. 

 
La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con el 

artículo 67.1 de la LPAC. 
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los 

particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser 
indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y 
derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos”. La referencia 
constitucional a la ley debe entenderse hecha a los artículos 32 y siguientes 
de la LRJSP, a la que además se remite el artículo 81 de la Ley 3/2001, de 3 
de julio. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la doctrina del 

Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la 
concurrencia de los siguientes requisitos: a) existencia de un daño efectivo, 
evaluable económicamente e individualizado en relación con una persona o 
grupo de personas; b) antijuridicidad del daño, en el sentido de que la 
persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo 
con la ley; c) imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 
decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa 
a la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo 
ámbito se produce el daño; d) relación de causa a efecto entre la actividad 
administrativa y el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de 
que el daño sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un 
servicio público o actividad administrativa en relación directa e inmediata; y 
e) ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se exige que no haya transcurrido 
un año desde el momento en que se produjo el hecho causante. 
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No obstante, la jurisprudencia modula el carácter objetivo de la 
responsabilidad patrimonial al rechazar que la mera titularidad del servicio 
determine la responsabilidad de la Administración respecto de cualquier 
consecuencia lesiva relacionada con aquel que pueda producirse.  

 
En el ámbito de la responsabilidad sanitaria, el parámetro que permite 

apreciar el grado de corrección de la actuación sanitaria a la que se imputa el 
daño viene determinado por el criterio de la lex artis. La teoría de la lex artis 
ad hoc en la actuación médica parte de considerar que la obligación del 
médico o de los servicios sanitarios es una obligación de medios en tanto 
que no es posible asegurar la salud en términos absolutos. De ahí que la 
Administración Sanitaria y sus agentes estén obligados a poner a disposición 
del usuario todos los medios disponibles que hagan posible la protección de 
la salud, protección que no siempre alcanza un diagnóstico cierto rápido, una 
curación sin secuelas o una atención sanitaria en un determinado tiempo y 
sin espera. El paciente tiene derecho a que se le dispense una atención 
adecuada, según la lex artis ad hoc, y no a obtener un resultado curativo 
determinado, toda vez que la medicina no es una ciencia exacta; la lex artis 
ad hoc abarca no sólo intervenciones quirúrgicas, sino también tratamientos 
no quirúrgicos y de diagnóstico. 

 
Por tanto, según el criterio de la lex artis ad hoc, sólo existirá 

responsabilidad cuando se infrinjan los parámetros que constituyen dicho 
criterio, que está, pues, en relación con el elemento de la antijuridicidad, de 
modo que existe obligación de soportar el daño –por no ser este antijurídico- 
cuando la conducta del médico que ha tratado al paciente ha sido adecuada 
a la lex artis, mientras que, en caso contrario, cuando la actuación del 
médico ha sido contraria a la lex artis, la obligación de reparar recae sobre la 
Administración. 

 
Quiere con ello decirse que incluso en aquellos supuestos en los que 

pudiera producirse un error de diagnóstico, de tal circunstancia no cabe 
derivar automáticamente la responsabilidad patrimonial de la Administración, 
toda vez que pueden producirse situaciones en las que, la evolución silente 
de la dolencia u otras circunstancias, hayan impedido acertar con el 
diagnóstico, a pesar de la correcta actuación seguida a tal fin por los 
servicios sanitarios.  

 
Finalmente debe mencionarse la reiterada jurisprudencia (recogida, 

entre otras, por la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-administrativo de 
Valladolid del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León de 21 de mayo 
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de 2018, que alude a las Sentencias del Tribunal Supremo de 15 de enero y 
1 de febrero de 2008, y otras anteriores como las de 7 y 20 de marzo, 12 de 
julio y 10 de octubre de 2007), según la cual “a la Administración no es 
exigible nada más que la aplicación de las técnicas sanitarias en función del 
conocimiento de la práctica médica, sin que pueda sostenerse una 
responsabilidad basada en la simple producción del daño, puesto que en 
definitiva lo que se sanciona en materia de responsabilidad sanitaria es una 
indebida aplicación de medios para la obtención del resultado, que en ningún 
caso puede exigirse que sea absolutamente beneficioso para el paciente”. 

 
5ª.- En cuanto al fondo del asunto, las reclamantes alegan que el 

suicidio se produjo como consecuencia de una negligencia médica, puesto 
que unos días antes, de forma prematura, dieron el alta al paciente a pesar 
de la patología psiquiátrica que padecía. 

 
Con carácter previo, ha de recordarse que el pronunciamiento de este 

Consejo en este tipo de expedientes ha de limitarse a la documentación 
obrante en él. Tal cuestión tiene trascendencia en este caso, ya que, según 
reconoce la propuesta de orden, no se ha remitido la totalidad de la historia 
clínica que debería haberse confeccionado durante el ingreso del paciente en 
marzo y abril de 2018, en particular los evolutivos médicos. 

 
Ya se ha manifestado en otras ocasiones que el Consejo Consultivo, al 

dictaminar sobre los expedientes sometidos a consulta, debe valorar y 
pronunciarse únicamente sobre lo que figura en la documentación obrante 
en el expediente remitido. La función consultiva de este Consejo está 
delimitada por las actuaciones practicadas por la Administración activa, sin 
que pueda realizar acto de instrucción alguno y sin que quepa presumir 
hechos o circunstancias cuya realidad no esté acreditada en el expediente. 

 
Sentado lo anterior, y ante la falta de elementos probatorios 

aportados por las reclamantes, el pronunciamiento del Consejo ha de 
fundamentarse solo en los dos informes emitidos por el jefe del Servicio de 
Psiquiatría y en la documentación clínica que se ha remitido. (Llama la 
atención que no consta en este expediente de responsabilidad patrimonial, a 
diferencia de lo que ocurre en la mayoría de los que se remiten para 
dictamen por la Consejería de Sanidad, informes de la Inspección Médica ni 
de la aseguradora de la Administración).  

 
El jefe del Servicio de Psiquiatría defiende en sus informes la 

corrección de la asistencia prestada. En su informe de 14 de diciembre de 
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2020 señala, como cuestión previa, que el paciente fallecido era beneficiario 
de MUFACE, por lo que solo se le prestó atención en el sistema público 
durante los ingresos autorizados por su mutua en los periodos comprendidos 
entre el 18 y el 22 de diciembre de 2017 y entre el 10 de marzo y 7 de abril 
de 2018. Afirma que el resto del seguimiento se realizaba por la mutua (en el 
informe de 14 de mayo de 2019 señala que llevaba más de 15 años de 
tratamiento y cinco años antes se le había diagnosticado trastorno bipolar, 
complicado por una neuralgia del trigémino en tratamiento por neurólogo). 
Expone asimismo lo siguiente: 

 
 “En el momento de alta del último ingreso (fecha 07-04-2018), 

el paciente venía de un ingreso de 28 días, durante el cual (ver hojas de 
seguimiento) el paciente mostraba al principio cierta inestabilidad emocional, 
que luego se fue corrigiendo, mejorando significativamente su estado de 
ánimo. Se le prescribió tratamiento para depresión resistente (sueroterapia 
con Clomipramina, ver hojas de tratamiento) y se consiguió una buena 
estabilización de su cuadro clínico, se programaron permisos puntuales para 
ver la adaptación al domicilio (ver hojas de seguimiento) que fue 
razonablemente buena y tras finalizar la sueroterapia (que exigía 
hospitalización) se decidió el alta pues la mejoría clínica y el apoyo familiar 
eran compatibles con el seguimiento del tratamiento fuera del hospital. 

 
 »Como medida preventiva fundamental, se aseguró un 

seguimiento en consulta externa, con revisiones lo más cercanas posibles, en 
su caso la semana siguiente al alta. 

 
 »(…) que durante los dos ingresos que tuvo el paciente en 

nuestra Unidad, se trató al paciente según las necesidades de su patología, 
empleando todos los medios a nuestro alcance y que no hubo en ningún 
momento alta precipitada, que el último ingreso duró 28 días, que se le 
administró el mejor tratamiento hospitalario posible (sueroterapia de 
Clomipramina), que para valorar la vuelta a casa antes del alta tuvo varios 
permisos previos puntuales (de entre 2 y 8 horas) para ir al domicilio y 
valorar las posibles reacciones anómalas (que no se produjeron), y que con 
las mayores garantías posibles se procedió al alta, sin observar riesgo 
autolítico previo a la misma. Posteriormente nos aseguramos el seguimiento 
ambulatorio en su mutua de salud, con cita la semana siguiente al alta”. 

 
Es cierto que en uno de los permisos, el del 21 de marzo, la mujer 

avisó de un episodio de intento autolítico del paciente al acudir a su 
domicilio, pero no consta en la historia clínica referencia alguna a 
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pensamientos de este tipo en los días siguientes que estuvo ingresado y 
hasta el alta del 7 de abril. Por otra parte, debe tenerse en cuenta que un 
ingreso hospitalario debe realizarse sólo cuando la situación clínica lo 
aconseje; y que debe darse el alta al paciente cuanto el tratamiento haya 
logrado disminuir o eliminar los riesgos por los que un paciente fue 
ingresado. Por ello dado que, de acuerdo con los informes y la 
documentación clínica obrante en el expediente, la situación del paciente no 
hacía sospechar una intención autolítica, se procedió a concederle el alta. 

 
Las consideraciones expuestas en los informes del Servicio de 

Psiquiatría están avaladas por las anotaciones que constan en la 
documentación clínica remitida, y no se han cuestionado por las reclamantes 
(que no han presentado alegaciones ni documentación alguna en el trámite 
de audiencia). 

 
En definitiva, a falta de indicios que permitan alcanzar otra conclusión, 

no se aprecia que la actuación asistencial haya sido contraria a la lex artis ad 
hoc, y la reclamación debe desestimarse. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución desestimatoria en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por Dña. yyy1 y Dña. yyy2, debido a los daños y perjuicios 
derivados de la asistencia sanitaria que le fue prestada a su padre y esposo 
fallecido, D. yyy3. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


